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SENTENCIA N 698 

 

 

En la Villa de Madrid, a dieciséis de junio de dos mil dieciséis. 

 

Visto por la Sección Novena de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior 

de Justicia de Madrid, el presente recurso contencioso administrativo nº 1062/2014, interpuesto por 
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la Procuradora de los Tribunales Sra. Rodríguez Gómez, en nombre y representación de doña Celsa, 

contra la resolución del Tribunal Económico- Administrativo Regional de Madrid de fecha 27 junio 

2014, por la que se desestima la reclamación económico-administrativa nº NUM000 , interpuesta por 

el demandante contra liquidación tributaria por el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 

Jurídicos Documentados, modalidad transmisiones patrimoniales onerosas, con un importe de 

44.446,05 €; habiendo sido parte la Administración demandada representada por el Abogado del 

Estado y la Comunidad Autónoma de Madrid, representada por su Servicio Jurídico. 

 

 

 

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

 

PRIMERO .- Interpuesto el recurso y seguidos los trámites prevenidos en la ley, se emplazó a 

la demandante para que formalizara la demanda, lo que verificó dentro de plazo, mediante escrito en 

el que se suplica se dicte sentencia declarando no ajustada a derecho la resolución administrativa 

objeto de impugnación. 

 

SEGUNDO .- Tanto el Abogado del Estado como el Letrado de los Servicios Jurídicos de la 

Comunidad contestan a la demanda, mediante escrito en el que suplica se dicte sentencia en la que 

se confirme la resolución recurrida por encontrarse ajustada a derecho.  

 

TERCERO .- No habiéndose recibido el presente proceso a prueba, quedaron los autos 

pendientes para votación y fallo. 

 

CUARTO .- En este estado se señala para votación el día 16 junio 2006, teniendo lugar así. 

 

QUINTO .- En la tramitación del presente proceso se han observado las prescripciones legales. 

 

Siendo Ponente el Magistrado Ilmo. Sr. Don Ramón Verón Olarte. 

 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

PRIMERO .- A través del presente recurso la Procuradora de los Tribunales Sra. Rodríguez 

Gómez, en nombre y representación de doña Celsa , impugna la resolución del Tribunal Económico-

Administrativo Regional de Madrid de fecha 27 junio 2014, por la que se desestima la reclamación 
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económicoadministrativa nº NUM000 , interpuesta por el demandante contra liquidación tributaria por 

el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, modalidad 

transmisiones patrimoniales onerosas, con un importe de 44.446,05 €. 

 

SEGUNDO .- Son hechos a tener en cuenta en la presente resolución, extraídos del expediente 

administrativo y de las alegaciones las partes, los siguientes: 

 

a) El 6 septiembre 2011 la demandante, señora Celsa, adquiere una vivienda en la CALLE000 

número NUM001 - NUM002 de Madrid. La adquirente presenta autoliquidación por el ITPAJD, 

modalidad transmisiones patrimoniales onerosas. 

 

b) La Comunidad de Madrid inicia expediente de comprobación de valores emitiendo propuesta 

de liquidación provisional en la que se elevaba considerablemente el importe del inmueble adquirido. 

La demandante realiza alegaciones frente a la citada propuesta que son confirmadas en la liquidación 

provisional. 

 

c) Acude la señora Celsa al TEAR de Madrid formulando la correspondiente reclamación 

económicoadministrativa por considerar que tanto la liquidación como su antecedente, la 

comprobación de valor, carecían de la pertinente motivación. 

 

d) El TEAR dicta resolución del 27 junio 2014 desestimando la reclamación contra la que la 

interesada presente el recurso contencioso-administrativo que a través de la presente sentencia se 

resuelve. 

 

TERCERO .- La parte demandante interesa la anulación tanto de la resolución del TEAR como 

de la liquidación tributaria por entender que no se hallaba motivada en la manera exigida por la 

normativa tributaria y por la jurisprudencia. 

 

Las Administraciones demandadas, por el contrario, sostienen tanto una como otra se hallaba 

perfectamente motivadas reconociéndose en ellas las razones por las cuales se practicaba la 

liquidación complementaria y se confirmaba el día económico-administrativa.  

 

CUARTO .- Esta Sección ha venido sosteniendo que se encontraban suficientemente 

motivados e individualizados informes de estructura y contenido sustancialmente coincidente con el 

que aquí se ha emitido por perito de la Administración. 

 

En estos informes el perito se atenía a los datos obrantes en el Catastro para identificar el 

inmueble a valorar y definir sus características esenciales (antigüedad de la construcción, estado de 
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conservación, etc.), así como su superficie, y se utilizaba por el perito el método de valoración 

denominado "de comparación de mercado", utilizando una selección de testigos de transacciones que 

se consideraban homogéneas de los que se extraía el valor promedio por metro cuadrado que era el 

que se aplicaba al inmueble valorado, obteniéndose así su valor.  

La Sección venía entendiendo que los testigos utilizados estaban suficientemente identificados 

para poder ser rebatidos por el obligado tributario, así como que no era imprescindible la visita del 

perito al inmueble, salvo que se tratase de algún bien singular (art. 160.2 del RD 1065/2007, de 27 de 

julio, por el que se aprueba el Reglamento General de Gestión Inspección) o se aportase por el 

interesado un principio de prueba de alguna circunstancia particular que aconsejara dicha visita. 

Pues bien, este criterio de la Sección ha sido expresamente rechazado por la reciente STS de 

26 de noviembre de 2015 (recurso nº 3369/14) -que ha sido notificada a la Sección con fecha 12 de 

febrero de 2016, según refleja el sello de entrada-, de la que destacamos, a continuación, su 

argumentación sustancial contenida en su FJ 4º.  

En este FJ 4º, en su apartado 2, se dedica el TS a abundar en su doctrina general sobre la 

necesidad de motivación e individualización de los informes de valoración de bienes emitidos por 

peritos de la Administración, razonando cuanto sigue: 

2. Las valoraciones practicadas por la Administración (además de ser emitidas por funcionario

idóneo) deben ser fundadas, lo que equivale a expresar los criterios, elementos de juicio o datos 

tenidos en cuenta para determinar el valor a que se refieren, pues en otro caso se produce una 

situación de indefensión para el sujeto pasivo que carece de medios para combatirlas. 

Pues bien, el valor comprobado administrativamente estará motivado cuando la valoración 

efectuada sea "singular ", por contraposición a "genérica" u "objetiva". No caben las valoraciones 

generalizadas, sino que han de determinarse las circunstancias físicas y jurídicas que individualmente 

concurren en el objeto de comprobación, dando así lugar a una individualización en la valoración. 

La valoración de los inmuebles ha de tomar como referencia una serie de elementos 

individualizados del inmueble transmitido y no unos criterios genéricos que se refieren a 

circunstancias como antigüedad, calidad de la construcción, conservación o precio de adquisiciones 

similares. Para que la valoración sea eficaz la Administración ha de expresar los criterios seguidos, 

los datos fácticos tenidos en cuenta, los procedimientos concretos de aplicación, ponderación, 

actualización, extrapolación o individualización, todo ello glosado de un modo sucinto, pero suficiente, 

completo y adecuado para poder tomar cabal conocimiento de las operaciones realizadas por el perito 

de la Administración y poder verificar su corrección. 
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Esta Sala se ha pronunciado en numerosísimas sentencias acerca de los requisitos que debe 

cumplir un informe pericial, en materia de comprobación de valores, para considerarlo debidamente 

motivado; así, se ha sentado la doctrina de que los informes periciales que han de servir de base a la 

comprobación de valores deben ser fundados; que la justificación de la comprobación es una garantía 

tributaria ineludible; que por muy lacónica y sucinta que se interprete la obligación administrativa de 

concretar los hechos y elementos adicionales motivadores de la determinación de la base, no puede 

entenderse cumplida dicha obligación si se guarda silencio o si se consignan meras generalizaciones 

sobre los criterios de valoración o sólo referencias genéricas a los elementos tenidos en cuenta 

mediante fórmulas repetitivas que podrían servir y de hecho sirven, para cualquier bien. Por el 

contrario, la comprobación de valores debe ser individualizada y su resultado concretarse de manera 

que el contribuyente, al que se notifica el que la Administración considera valor real, pueda conocer 

sus fundamentos técnicos y prácticos y así aceptarlo, si llega a la convicción de que son razonables 

o imposibles de combatir o rechazarlos porque los repute equivocados o discutibles y en tal caso, sólo 

entonces, proponer la tasación pericial contradictoria a la que también tiene derecho. Obligar al 

contribuyente a acudir a la referida tasación pericial, de costoso e incierto resultado, para discutir la 

comprobación de valores, cuando ni siquiera se conocen las razones de la valoración propuesta por 

la Hacienda, colocaría a los ciudadanos en una evidente situación de indefensión frente a posibles 

arbitrariedades o errores de los peritos de la Administración, a cuyas tasaciones no alcanza la 

presunción de legalidad de los actos administrativos porque las peritaciones, aunque las practique un 

funcionario, son dictámenes, sin que el sujeto tributario venga obligado, por su parte, a acreditar el 

error o la desviación posibles de la Hacienda Pública cuando no conoce una justificación bastante de 

aquellos nuevos valores, pues en esta materia la carga de la prueba rige igualmente tanto para los 

contribuyentes como para la Administración, tanto en vía administrativa como jurisdiccional. 

 

No se entenderá que el valor está debidamente motivado si la valoración no se refiere al 

momento exacto del devengo, si el perito carece de la titulación adecuada al objeto a valorar (STS de 

20 de julio de 1990) o si no existe identidad entre el objeto de la transmisión y el de la comprobación, 

p.ej. se transmite una casa y se valora, atendido su estado de conservación, como solar (SSTS de 11 

y 19 de enero de 1996). 

 

Acerca de este requisito de la debida motivación de los actos de comprobación de valores, el 

artículo 160.3 e) del RD 1065/2007, de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de 

Gestión e Inspección (RGGI) exige, cuando el medio de comprobación elegido ha sido el dictamen de 

perito de la Administración, que se exprese "de forma concreta los elementos de hecho que justifican 

la modificación del valor declarado, así como la valoración asignada. Cuando se trate de bienes 

inmuebles se hará constar expresamente el módulo unitario básico aplicado, con expresión de su 

procedencia y modo de determinación, y todas las circunstancias relevantes, tales como superficie, 

antigüedad u otras, que hayan sido tomadas en consideración para la determinación del valor 
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comprobado, con expresión concreta de su incidencia en el valor final y la fuente de su procedencia"; 

además, es preceptivo, según el apartado 2 del mismo precepto, "el reconocimiento personal del bien 

valorado por el perito cuando se trate de bienes singulares o de aquellos de los que no puedan 

obtenerse todas sus circunstancias relevantes en fuentes documentales contrastadas". 

 

A continuación, en sus apartados 3 y 4, aplica el TS estos criterios al supuesto en el que la 

Administración tributaria acude, como es el caso que nos ocupa, al dictamen de perito de la 

Administración que utiliza unos precios medios de mercado obtenidos, entre otros, por el método de 

comparación de mercado, que es el que aquí se ha utilizado, y razona el TS en lo siguiente: 

 

3. En definitiva, cuando la Administración tributaria recurre, como método de valoración, al 

dictamen de perito de la Administración, si bien amparado en precios medios de mercado, los cuales 

proceden, a su vez, de la utilización de diversos métodos (comparación en el mercado; valores medios 

extraídos de estudios de mercado efectuados por la propia Administración tributaria, por citar los más 

comunes), debe cumplir las condiciones exigidas al informe pericial. 

 

Y ello porque no se trata de la utilización del medio de comprobación referido en la letra e) del 

artículo 57.1 de la LGT (precios medios de mercado) para determinar el valor, sino que el medio 

seleccionado ha sido el dictamen de perito de la Administración, aunque la Administración Tributaria 

utilice una "simbiosis" o "hibridación" de medios valorativos. Estos servirán sólo para fundamentar el 

informe del perito, pero no cabe la sustitución del valor "real" a que se refiere el artículo 9 de la Ley 

29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones) (LISD) por el que resulta 

de la aplicación automática de dichos medios. La calificación definitiva del método de comprobación 

de valores ha de ser el regulado en el artículo 57.1.e) de la LGT: dictamen de peritos de la 

Administración, no pudiéndose confundir el medio empleado con los elementos tenidos en 

consideración. 

 

No es ocioso recordar que no se trata de tener una idea del valor de un inmueble, sino de 

determinar su valor cierto. ... 

... 

 

Así pues, la reiterada exigencia de que las valoraciones administrativas han de estar 

debidamente motivadas se ha traducido, en los casos en que se emplean medios combinados de 

comprobación (esto es, dictamen de perito, amparado en precios medios de mercado) en el ineludible 

cumplimiento de ciertas condiciones. Así se exige una valoración individualizada, en contraposición a 

la naturaleza del precio medio, de carácter objetivo y general, por lo que se exige que el perito razone 

la aplicación de dichos precios medios, lo que en la mayoría de las ocasiones obligará a una 

inspección personal del bien a comprobar. 

http://www.liquidacionescomplementarias.es/


                                 7 de 12                                  

... 

 

4. Uno de los métodos que la Administración tributaria viene empleando para tratar de fundar 

los informes de sus peritos es el "método de comparación en el mercado", a que se refiere la Orden 

Eco/805/2003. 

 

Para su aplicación debe partirse de una premisa ineludible: hallarse ante inmuebles 

"comparables". Al margen de la inexistencia de un mercado inmobiliario homogéneo, lo que no puede 

aceptarse es la comparación entre elementos disímiles. 

 

En efecto, si analizamos el método de comparación, el artículo 4 de dicha Orden define los 

inmuebles comparables (condición "sine qua non" para emplear el método de comparación) como 

aquéllos "que se consideran similares al inmueble objeto de valoración o adecuados para aplicar la 

homogeneización, teniendo en cuenta su localización, uso, tipología, superficie, antigüedad, estado 

de conservación, u otra característica física relevante a dicho fin. 

 

Por su parte, el artículo 21 de la misma norma dispone que: 

 

a) Para la utilización del Método de comparación a efectos de esta Orden será necesario que 

se cumplan los siguientes requisitos: 

 

- La existencia de un mercado representativo de los inmuebles comparables. 

 

- Disponer de suficientes datos sobre transacciones u ofertas que permitan, en la zona de que 

se trate, identificar parámetros adecuados para realizar la homogeneización de comparables. 

 

- Disponer de información suficiente sobre al menos seis transacciones u ofertas de 

comparables que reflejen adecuadamente la situación actual de dicho mercado. 

 

b) Adicionalmente, para la utilización del método de comparación a efectos de lo previsto en el 

artículo. 

 

2. a) (Ámbito de aplicación) de la presente Orden serán necesarios, los siguientes requisitos: 

 

- Disponer de datos adecuados (transacciones, ofertas, etc.) para estimar la evolución de los 

precios de compraventa en el mercado local de comparables durante al menos los 2 años anteriores 

a la fecha de la valoración. 
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- Disponer de información adecuada (datos propios, publicaciones oficiales o privadas, índices 

sobre evolución de precios, etc.) sobre el comportamiento histórico de las variables determinantes en 

la evolución de los precios del mercado inmobiliario de los inmuebles de usos análogos al que se 

valore y sobre el comportamiento de esos precios en el ciclo relevante al efecto y sobre el estado 

actual de la coyuntura inmobiliaria. 

 

- Contar con procedimientos adecuados que, a través de la detección de las ofertas o 

transacciones con datos anormales en el mercado local, posibiliten la identificación y eliminación de 

elementos especulativos. 

 

Pues bien, en el caso que nos ocupa, en los informes de valoración incorporados al 

procedimiento no se justifica, en absoluto, estar ante "inmuebles comparables". No se aporta más 

información ni documentación sobre los testigos empleados en la comparación que la fecha y el valor 

de transacción, la localización del inmueble (calle y número) y la fecha de construcción del edificio. 

 

Además, como exige el citado artículo 21, para el cálculo del valor por comparación, es 

imprescindible la homogeneización de los "comparables", con la aplicación de los criterios, 

coeficientes y/o ponderaciones que resulten adecuadas para el inmueble de que se trate. Este 

proceso lógico no se ha realizado. 

  

Se parte, en consecuencia, de un estudio de mercado, cuya certeza se presume y sin que se 

justifique las razones de su formulación y de su aplicación a los bienes concretos. 

  

Para establecer con un mínimo de fiabilidad el valor "real" del objeto de la tasación pericial, la 

citada Orden establece en su artículo 7 las comprobaciones mínimas a realizar. 

 

"1. Para determinar el valor de tasación se realizarán las comprobaciones necesarias para 

conocer las características y situación real del objeto de la valoración, y se utilizará el contenido de la 

documentación señalada en el artículo 8 de esta Orden. 

 

2. Entre las comprobaciones a que se refiere el apartado anterior, se incluirán al menos las 

siguientes: 

 

a) La identificación física del inmueble, mediante su localización e inspección ocular por parte 

de un técnico competente, comprobando si su superficie y demás características coinciden con la 

descripción que conste en la documentación utilizada para realizar la tasación, así como de la 

existencia de servidumbres visibles y de su estado de construcción o conservación aparente. 
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b) El estado de ocupación del inmueble y uso o explotación al que se destine. 

 

c) En el caso de viviendas, el régimen de protección pública. 

 

d) El régimen de protección del patrimonio arquitectónico. 

 

e) La adecuación del inmueble al planeamiento urbanístico vigente, y, en su caso, la existencia 

del derecho al aprovechamiento urbanístico que se valore". 

 

Pues bien, en las valoraciones hoy cuestionadas, en modo alguno se han efectuado las 

comprobaciones necesarias para determinar la situación y parámetros reales del objeto 

de la valoración. 

  

En el apartado 5 del FJ 4º se ocupa la STS que analizamos de la necesidad de la visita del 

perito al inmueble valorado en los siguientes términos: 

 

5. El reconocimiento directo y personal del inmueble por el perito como garantía de acierto para 

la motivación de la comprobación de valores.  

 

Resulta necesario, en la mayoría de las ocasiones, el examen personal del bien a valorar por 

parte del perito para entender correctamente realizado el procedimiento de peritación, salvo que por 

las circunstancias concurrentes resulte acreditado que no es precisa esa inspección detallada, bien 

entendido que esta justificación ha de basarse en datos contrastados y cuyos justificantes queden 

debidamente incorporados al expediente de valoración. 

 

Este Tribunal Supremo ha exigido la inspección personal del objeto de la comprobación. En la 

sentencia de 29 de marzo de 2012 (casa. 34/2010), asumiendo la doctrina de la sentencia aportada 

de contraste, se afirma categóricamente que "...el principio general ha de ser la inspección personal 

del bien como garantía de acierto en la singularización de la valoración y con ello de la suficiente 

motivación de la resolución. Solo en casos muy concretos, y que deberán ser razonados y 

fundamentados, con constancia en el expediente de esa fundamentación cabrá admitir la falta de 

inspección personal". 

 

En este mismo sentido se ha pronunciado esta Sala en las sentencias de 22 de noviembre de 

2002 (casa. 3754/1997) 20 de septiembre de 2012 (casa. 659/2010) y en la de 26 de marzo de 2014 

(casa. 3791/2011). 
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Hemos destacado la necesidad de que la comprobación de valores sea, como se ha señalado, 

"individualizada", esto es, la necesidad de que los elementos que determinan la valoración se refieran 

singularmente al bien concreto valorado. A estos efectos resulta exigible el reconocimiento directo y 

personal del inmueble por el perito. 

 

Esta doctrina jurisprudencial sobre la necesidad de proceder a un reconocimiento personal del 

bien valorado ha sido incorporada a nuestra normativa sobre el procedimiento de comprobación de 

valores. El artículo 160.2 del Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión 

e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de 

los tributos (aprobado por el Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio) establece en su primer inciso 

que "En el dictamen de peritos, será necesario el reconocimiento personal del bien valorado por el 

perito cuando se trate de bienes singulares o de aquellos de los que no puedan obtenerse todas sus 

circunstancias relevantes en fuentes documentales contrastadas". 

 

Y por último, en el apartado 6 de este FJ 4º, realiza la STS que analizamos unas 

consideraciones sobre el caso concreto allí analizado de las que extraemos aquéllas que guardan 

relación con el caso de autos: 

 

6. Aplicación de la doctrina expuesta al caso enjuiciado. 

 

El medio de comprobación empleado por la Administración... no es otro que el dictamen del 

perito de la Administración, pero sin haber realizado el examen personal o la inspección ocular del 

bien. 

 

... 

 

Los informes periciales emitidos se fundamentan, en el caso de los situados en la CAM, en el 

"método comparativo".... 

 

... 

 

En cuanto a los inmuebles situados en Madrid, se emplea el método comparativo para fundar 

los informes periciales. Pues bien, no se justifica la existencia de una muestra homogénea de testigos; 

se aplican coeficientes cuya procedencia no se fundamenta; se presumen ciertas condiciones físicas 

o se aplican reglas de valoración que se apartan del método comparativo elegido, como en el caso 

de los inmuebles arrendados. A saber: 
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a) No se razonan las circunstancias por las que se consideran semejantes las fincas tomadas 

como referencia. ... 

 

b) No se aportan los testigos empleados, desconociéndose tanto la realidad de las operaciones 

relacionadas, como el negocio jurídico transmisivo (inter vivos o mortis causa) lo que puede 

determinar diferentes valores reales. 

 

c) Tampoco se precisa si se trata de valores declarados y/o comprobados administrativamente, 

lo que también puede distorsionar el valor real del bien en aquellos casos en que el contribuyente 

acepta el valor comprobado (por el coste del recurso) aunque no esté conforme con el mismo. 

 

d) No se justifica el estado de conservación de los inmuebles o sus calidades constructivas... 

 

e)... 

 

f)... 

 

Por supuesto, ninguno de los inmuebles objeto de comprobación ha sido reconocido 

personalmente por el perito, ni se justifica la innecesariedad de dicha inspección,.. 

 

QUINTO .- Pues bien, la aplicación de la anterior doctrina nos lleva a la estimación del presente 

recurso jurisdiccional ya que los reproches que en ella se contienen al informe de valoración emitido 

por perito de la Administración son predicables del informe aquí emitido. Y así, entre otras 

consideraciones, el inmueble de autos no ha sido reconocido personalmente por el perito ni se ha 

justificado la innecesariedad de dicha visita; no se justifica por el perito el estado de conservación del 

inmueble ni sus calidades constructivas; no se razonan las circunstancias por las que se consideran 

semejantes los testigos utilizados ni se aportan tales testigos ni se precisa si en los testigos se reflejan 

valores declarados y/o comprobados administrativamente. 

 

En definitiva y en debida aplicación de la doctrina jurisprudencial expuesta, debemos concluir 

que el informe de valoración aquí emitido por perito de la Administración no se encuentra 

suficientemente motivado ni individualizado por lo que debe estimarse el presente recurso. 

 

SEXTO: En cuanto a las costas, dispone el art. 139.1 LJ , en la redacción dada por la Ley 

37/2011, que " En primera o única instancia, el órgano jurisdiccional, al dictar sentencia o al resolver 

por auto los recursos o incidentes que ante el mismo se promovieren, impondrá las costas a la parte 

que haya visto rechazadas todas sus pretensiones, salvo que aprecie y así lo razone, que el caso 

presentaba serias dudas de hecho o de derecho ". 
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En el presente supuesto y en atención al cambio de criterio que ha tenido esta Sección a raíz 

de la reciente STS de 26 de noviembre de 2015 (recurso de casación núm. 3369/2014), se estima 

que no existen méritos para la imposición de las costas a ninguna de las partes. 

 

 

F A L L A M O S 

 

Que DESESTIMANDO el presente recurso contencioso administrativo nº 1062/2014, 

interpuesto por la Procuradora de los Tribunales Sra. Rodríguez Gómez, en nombre y representación 

de doña Celsa, contra la resolución del Tribunal Económico-Administrativo Regional de Madrid de 

fecha 27 junio 2014, por la que se desestima la reclamación económico-administrativa nº NUM000, 

interpuesta por el demandante contra liquidación tributaria por el Impuesto sobre Transmisiones 

Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, modalidad transmisiones patrimoniales onerosas, 

con un importe de 44.446,05 €, DEBEMOS DECLARAR Y DECLARAMOS que la mentada resolución 

se encuentra ajustada a derecho. 

 

No ha lugar a hacer un expreso pronunciamiento sobre las costas causadas en esta instancia. 

 

La presente sentencia es firme no cabiendo contra ella recurso ordinario alguno. 

 

Así, por esta nuestra sentencia, juzgando, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. 

 

PUBLICACIÓN .- Leída y publicada ha sido la anterior sentencia por el Ilmo. Sr. Magistrado 

Ponente D. Ramón Verón Olarte, estando la Sala celebrando audiencia pública en el mismo día de 

su fecha, de lo que, como Letrado de la Administración de Justicia, certifico. 
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